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H. Senadora Luz Ebensperger Orrego 

MINUTA BOLETÍN Nº 12.107-04
	Denominación:
	Fortalece las facultades de los directores de establecimientos educacionales en materia de expulsión y cancelación de matrícula en los casos de violencia que indica.

	Origen:
	Mensaje 

	Trámite
	1º Constitucional H. Senado (Comisiones Constitución y Educación)

	Urgencia
	Discusión Inmediata


Intervención sugerida:
Presidente;

Ninguna votación en el segundo o tercer piso de esta Corporación -ninguna- puede alterar los tristes hechos de violencia de los que hemos sido testigos en establecimientos educacionales, en su mayoría de dependencia municipal.

Lamentablemente, grupos pequeños pero radicalizados y politizados de alumnos aprovecha su condición de estudiantes para realizar actos delictuales que ponen en grave riesgo a otros alumnos, profesores, asistentes de la educación y demás integrantes de la comunidad escolar. En este sentido, aparte de los antecedentes de públicos de todos conocidos, la comisión ha escuchado latamente testimonios de víctimas de estas conductas. 
La convivencia y participación democrática se ejercitan de manera importante en las aulas, por lo que no hemos de tener la menor duda que estos hechos de fuerza inciden negativamente en la formación de los futuros ciudadanos.

La aplicación de los manuales de convivencia escolar ha resultado insuficiente para garantizar la integridad y seguridad de los niños, adolescentes y profesionales de la educación, toda vez que en su mayoría contemplan procedimientos cuya aplicación requieren varios días, carecen de medidas precautorias en el intertanto y norman como graves o gravísimas una amplia gama de conductas que van desde la falta de rigor académico hasta la inasistencia reiterada.

Precisamente el mayor desafío que hemos de afrontar en la tramitación legislativa de este proyecto es compatibilizar dos bienes de importancia: el debido, racional y justo proceso al que han de ser sometidos los presuntos infractores con la protección de las eventuales víctimas y las sanciones a los responsables, para lo que ciertamente se requiere de un procedimiento ágil y eficaz.
En cuanto a la exigencia constitucional de un justo y racional procedimiento contemplado en el numeral 3º del artículo 19 de la Constitución Política de la República, hay que recordar que en la cuestión de abordó con maestría en la sesión 133 de la Comisión Ortuzar por don Sergio Diez y don Alejandro Silva Bascuñán concluyendo que sería en definitiva el legislador y los tribunales quienes irían dotando de contenido y límites la garantía, como en la practica ha ocurrido con abundantes sentencias del Tribunal Constitucional y de los Tribunales Superiores de Justicia. Efectivamente de muchas de ellas se puede colegir que la celeridad y urgencia de un procedimiento no se opone a este principio y el resguardo de los derechos del autor y de los afectados.
Recordar lo acotado de las conductas de riesgo que el proyecto original sancionaba con expulsión o cancelación de matricular -lo que justifica la excepcionalidad y la urgencia en el procedimiento de sanción-: el porte y tenencia de armas de fuego, la fabricación de artefactos explosivos e incendiarios y agresiones físicas que produzcan lesiones a docentes, asistentes de la educación y manipuladoras de alimentos. Como vemos, la pena de expulsión es grave pero proporcional a estas conductas.

Volver a depender de los diferentes textos de los manuales y reglamentos de convivencia, que varían sustancialmente entre establecimientos, significaría un obstáculo a los objetivos e ideas matrices del proyecto. 

Debemos también garantizar un único estándar frente a estos hechos, esto es, una respuesta acorde y coordinada que nos permitan hacer frente a estas circunstancias que afectan nuestra convivencia y, reforzando los principios de tipicidad y legalidad, no dejarla a la sola voluntad de quién aplicará en definitiva la sanción.
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